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En su reciente sentencia 90/2012, de 7 de 
mayo, el Tribunal Constitucional recuerda los 
límites de la aplicación supletoria del derecho 
sancionador del Estado y, señaladamente, 
que la cláusula de supletoriedad del derecho 
estatal no permite aplicar sanciones previstas 
en leyes estatales en materias en las que ya 
las Comunidades Autónomas hayan ejercido 
su competencia normativa.

Como se sabe, no es infrecuente que, en ám-
bitos diversos, las Comunidades Autónomas 
ejerzan su competencia normativa en mate-
ria sancionadora mediante la tipificación de 
conductas punibles pero que, al tiempo, se 
remitan con carácter general a la (por lo ge-
neral) más completa regulación sancionadora 
del Estado. 

La propia sentencia nos ofrece un ejemplo 
perfecto. En el caso analizado, la normati-
va autonómica en juego era la Ley 8/2005, 
de Viña y Vino de Castilla y León. El artículo 
42 de dicha norma, primero del título relati-
vo al régimen sancionador, dispone que Con 
carácter general, el régimen sancionador en 
las materias objeto de la presente Ley será el 
establecido en la legislación básica de la Viña 
y del Vino, sin perjuicio de lo que se dispone 
en los artículos siguientes. Junto a esta previ-
sión, la norma recoge un listado de infraccio-
nes específicas.

Pues bien, la Consejería de Agricultura y Ga-
nadería de la Junta de Castilla y León impuso 
una sanción por la comisión de una infracción 
(la utilización indebida de contraetiquetas de 

vinos) que no estaba expresamente tipificada 
en la Ley 8/2005, sino en la Ley 24/2003, de 
Viña y el Vino del Estado. 

Agotadas todas las instancias ordinarias (con 
sentencias contradictorias), el particular fi-
nalmente acude en amparo al Tribunal Cons-
titucional, que estima el amparo. 

Primero, el Tribunal Constitucional acota a 
sus justos términos lo que ha de entenderse 
por legislación básica de la Viña y del Vino, 
expresión como hemos visto empleada la Ley 
8/2005 y a través de la cual la Administración 
autonómica entendía incorporadas al acervo 
de conductas punibles las previstas en la Ley 
Estatal:

… convertir la expresión “legislación básica de 
la viña y del vino” empleada por el art. 42                                                                                     
de la Ley 8/2005, de 10 de junio, de la viña 
y del vino de Castilla y León, en sinónimo de 
“legislación estatal” en la materia representa 
una interpretación extensiva de lo dispuesto 
por el legislador autonómico …/… una inter-
pretación del precepto legal autonómico como 
la examinada, que prescinde del sentido que 
en el orden constitucional y estatutario de dis-
tribución de competencias encierra lo básico, 
difícilmente podrá considerarse acorde con 
las exigencias de predeterminación normati-
va de los ilícitos consustanciales al ya rese-
ñado mandato de taxatividad. Al prescindirse 
del significado propio de la expresión “legisla-
ción básica” se genera incertidumbre acerca 
de las conductas que, en materia vitiviníco-
la, puedan merecer una respuesta represora 
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por parte de la Administración autonómica 
de Castilla y León, toda vez que no quedan 
limitadas a aquellas expresamente caracteri-
zadas como básicas por el legislador en cum-
plimiento del requisito formal de lo básico.

Esta expansión …Tampoco se justifica por el 
hecho de que en otros ámbitos -distintos del 
sancionador-, la remisión pueda extenderse 
más allá de los límites a los que ha de ceñirse 
cuando de la definición de ilícitos se trata; la in-
terpretación extensiva, por fértil que pueda ser 
en otros sectores del ordenamiento, está pro-
hibida en el ámbito penal y en el sancionador 
porque, de lo contrario, el aplicador de la nor-
ma se transmutaría en creador de la misma, in-
vadiendo el ámbito del legislador, como hemos 
reseñado en el anterior fundamento jurídico.

Y, finalmente, el Tribunal Constitucional reali-
za esta esclarecedora manifestación:

… la aplicación de Derecho supletorio ha de 
partir de la constatación de la existencia                    
de una laguna, de un vacío de regulación, 
que no existe cuando falta la tipificación de 
una concreta conducta pues, en tales casos, 
no hay laguna jurídica alguna habida cuenta 
de que no existen conductas materialmente                   

merecedoras de castigo en defecto de regula-
ción legal al respecto.

La falta de predeterminación de la ilicitud de 
una conducta no es un defecto que deba re-
solverse o una laguna que sea preciso colmar 
porque en ausencia de esa predeterminación 
no cabe reproche formalizado alguno. En lo 
que ahora interesa, cuando el legislador au-
tonómico, al ejercer una determinada com-
petencia, no tipifica una concreta conducta, 
no está ejerciendo de manera incompleta sus 
potestades de ordenación de un determinado 
sector de la vida social. La tipificación de in-
fracciones administrativas no consiste en la 
definición de un elenco mínimo susceptible 
de completarse a resultas de la valoración del 
reproche material que eventualmente pueda 
formular el aplicador del Derecho respecto de 
determinados comportamientos, sino la defi-
nición completa y cerrada de conductas ilí-
citas, más allá de las cuales no hay lagunas 
sino actuaciones lícitas que no pueden ser ob-
jeto de represión jurídica. 

En fin, con independencia de otras considera-
ciones, la sentencia 90/2012 constituye una 
poderosa herramienta de defensa en el marco 
de procedimientos sancionadores. 


